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LmiG1o ESTRATEGICO EN DERECHOS HUMANOS, A.C.







QUEJOSO: NOMBRE DEL INCOMUNICADO
AMPARO INDIRECTO POR INCOMUNICACIÓN

ESCRITO INICIAL

C.  JUEZ DE DISTRITO EN TURNO DEL VIGÉSIMO CIRCUITO CON RESIDENCIA EN TAPACHULA, CHIAPAS.
(C. Nombre de quien presenta el amparo, puede ser cualquier persona), en uso de la facultad otorgada  por el artículo 17 de la ley de amparo,  interpongo demanda de garantías a favor del quejoso “nombre de la persona migrante incomunicada”, quien se encuentra en estado de incomunicación; señalando como domicilio para oír y recibir todo tipo de notificaciones y demás documentos, el que se encuentra ubicado en _________________________ y autorizando en los términos del artículo 27 de la Ley de Amparo a los licenciados Carlos Rubén Nobara Suárez con número de cédula profesional 6515211 para ejercer la carrera de Derecho expedida por la Dirección General de Profesiones y Registro Único ante el Poder Judicial Federal 713191; y al Lic. Mario Santiago con número de cédula profesional ___________ para ejercer la carrera de Derecho expedida por la Dirección General de Profesiones, así como para oír y recibir todo tipo de notificaciones y documentos e imponerse de autos a los C.C ________________________, ante usted con el debido respeto manifiesto y expongo:

Para efectos del artículo 117 y 116 para mayor acuciosidad, de la Ley de Amparo, manifiesto a usted lo siguiente:

I. Nombre y domicilio del quejoso: El nombre ya ha quedado señalado, y su domicilio (lugar en el que se encuentra) es la Estación Migratoria del Instituto Nacional de Migración ubicada en la Carretera Nueva Alemania, Km. 1.5 a un costado del Hospital, COFAL, C.P. 30710, Tapachula, Chiapas.
II. Nombre y domicilio del tercero perjudicado:                  No existe
III. Actos reclamados:
a. El aseguramiento, alojamiento y/o detención del quejoso  por más de 36 horas, en la Estación Migratoria del Instituto Nacional de Migración ubicada en la Carretera Nueva Alemania, Km. 1.5 a un costado del Hospital, COFAL, C.P. 30710, Tapachula, Chiapas.    Acto que se atribuye en su calidad de ordenadora y ejecutora a las autoridades marcadas como 4 a 8.
b.  La aplicación del inconstitucional artículo 111 de la Ley de Migración. Acto que se atribuye en su calidad de ejecutora a las autoridades marcadas como 4 a 8.
c. La aprobación y emisión del artículo 111 de la Ley de Migración de fecha. Acto que se atribuye a las autoridades marcadas como 1 y 2
d.  La promulgación del artículo 111 de la Ley de Migración. Acto que se atribuye a la autoridad marcada como 3.
IV. Autoridades responsables:

1. Cámara de Diputados del H. Congreso de la Unión;

2. Cámara de Senadores del H. Congreso de la Unión;

3. Presidente de los Estados Unidos Mexicanos (el “Presidente”);

4. Delegado Regional en Chiapas del Instituto Nacional de Migración, con domicilio en Carretera Nueva Alemania, Km. 1.5 a un costado del Hospital, COFAL, C.P. 30710, Tapachula, Chiapas. (En su carácter de ordenadora y ejecutora).
5. Director de la Estación Migratoria en Tapachula, Chiapas del Instituto Nacional de Migración. con domicilio en Carretera Nueva Alemania, Km. 1.5 a un costado del Hospital, COFAL, C.P. 30710, Tapachula, Chiapas. (En su carácter de ordenadora y ejecutora).
6. Subdirector de Operación, Seguridad y Custodia de la Estación Migratoria en Tapachula, Chiapas de Instituto nacional de Migración, con domicilio en Carretera Nueva Alemania, Km. 1.5 a un costado del Hospital, COFAL, C.P. 30710, Tapachula, Chiapas. (En su carácter de ordenadora y ejecutora).
7. Subdirector de Servicios Operativos y Atención al Migrante de la Estación Migratoria en Tapachula, Chiapas de Instituto Nacional de Migración, con domicilio en Carretera Nueva Alemania, Km. 1.5 a un costado del Hospital, COFAL, C.P. 30710, Tapachula, Chiapas. (En su carácter de ordenadora y ejecutora).
8. Jefe del Departamento de Asuntos Jurídicos en la Estación Migratoria de Tapachula, Chiapas, del Instituto Nacional de Migración, con domicilio en Carretera Nueva Alemania, Km. 1.5 a un costado del Hospital, COFAL, C.P. 30710, Tapachula, Chiapas. (En su carácter de ordenadora y ejecutora).
V. Lugar en Donde se Encuentra el Quejoso.

· Estación Migratoria de Tapachula, Chiapas, del Instituto Nacional de Migración, con domicilio en Carretera Nueva Alemania, Km. 1.5 a un costado del Hospital, COFAL, C.P. 30710, Tapachula, Chiapas
Bajo protesta de decir verdad manifiesto conocer los siguientes:

VI. ANTECEDENTES
PRIMERO. El quejoso es de nacionalidad ________________.

SEGUNDO. Con fecha _________________ fue detenido por agentes del Instituto Nacional de Migración, en _____(lugar donde lo detuvieron)___.

TERCERO. Como consecuencia de lo anterior fue presentado y privado de su libertad en la estación migratoria con sede en Tapachula, Chiapas.

CUARTO. Desde la fecha de su detención y hasta el día de hoy, han transcurrido más de 36 horas a pesar de tratarse de una detención de carácter administrativa.

VII. Preceptos Constitucionales Violados:
· 1° Igualdad y prohibición de discriminación..
· 14 Privación de la libertad en acatamiento las normas previamente establecidas.

· 16    Seguridad jurídica.
· 21 detención administrativa limitativa a treinta y seis horas

VIII. Conceptos de Violación.
PRIMERO. Detención Administrativa en Estaciones Migratorias crea un Régimen de Excepción de Garantías no Previsto en la Constitución.

El artículo 111 de la ley de migración es violatoria del artículo primero constitucional, pues al establecer un régimen de detención, que no tienen cabida a nivel constitucional, crea un régimen de excepción para personas extranjeras  (personas migrantes) que se encuentran de forma irregular en el país, usa por tanto uno de los criterios prohibidos por el párrafo quinto, artículo primero de la Constitución. 

El régimen de excepción, previsto en el artículo 111, usando como criterio diferenciador la calidad de ser extranjero en situación irregular en el país, atenta contra la dignidad humana, y tiene por objeto el anular el derecho a la libertad de las personas, violando por ello el siguientes párrafo constitucional. 


Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.

Existe jurisprudencia de la Suprema Corte de Justicia de la Nación que señala que toda distinción legal, que use los criterios prohibidos por el artículo primero, deberá ser estudiada bajo un examen estricto de constitucionalidad. Las normas que usan clasificaciones basadas en criterios prohibidos, se consideran sospechosas de inconstitucionalidad.  

Localización: 

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXVII, Abril de 2008

Página: 175

Tesis: 1a./J. 37/2008

Jurisprudencia

Materia(s): Constitucional

IGUALDAD. CASOS EN LOS QUE EL JUEZ CONSTITUCIONAL DEBE HACER UN ESCRUTINIO ESTRICTO DE LAS CLASIFICACIONES LEGISLATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO 1o. DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS).

La igualdad es un principio y un derecho de carácter fundamentalmente adjetivo que se predica siempre de algo, y este referente es relevante al momento de realizar el control de constitucionalidad de las leyes, porque la Norma Fundamental permite que en algunos ámbitos el legislador tenga más amplitud para desarrollar su labor normativa, mientras que en otros el Juez debe ser más exigente a la hora de determinar si aquél ha respetado las exigencias del principio de igualdad. El artículo 1o. de la Constitución Federal establece varios casos en los que procede dicho escrutinio estricto. Así, su primer párrafo proclama que todo individuo debe gozar de las garantías que ella otorga, las cuales no pueden restringirse ni suspenderse sino en los casos y con las condiciones que la misma establece, lo que evidencia la voluntad constitucional de asegurar en los más amplios términos el goce de los derechos fundamentales, y de que las limitaciones a ellos sean concebidas restrictivamente, de conformidad con el carácter excepcional que la Constitución les atribuye. Por ello, siempre que la acción clasificadora del legislador incida en los derechos fundamentales garantizados constitucionalmente, será necesario aplicar con especial intensidad las exigencias derivadas del principio de igualdad y no discriminación. Por su parte, el párrafo tercero del citado precepto constitucional muestra la voluntad de extender la garantía de igualdad a ámbitos que trascienden el campo delimitado por el respeto a los derechos fundamentales explícitamente otorgados por la Constitución, al prohibir al legislador que en el desarrollo general de su labor incurra en discriminación por una serie de motivos enumerados (origen étnico o nacional, género, edad, capacidades diferentes, condición social, condiciones de salud, religión, opiniones, preferencias, estado civil) o en cualquier otro que atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas. La intención constitucional es, por lo tanto, extender las garantías implícitas en el principio de igualdad al ámbito de las acciones legislativas que tienen un impacto significativo en la libertad y la dignidad de las personas, así como al de aquellas que se articulan en torno al uso de una serie de criterios clasificatorios mencionados en el referido tercer párrafo, sin que ello implique que al legislador le esté vedado absolutamente el uso de dichas categorías en el desarrollo de su labor normativa, sino que debe ser especialmente cuidadoso al hacerlo. En esos casos, el Juez constitucional deberá someter la labor del legislador a un escrutinio especialmente cuidadoso desde el punto de vista del respeto a la garantía de igualdad.

Amparo directo en revisión 988/2004. 29 de septiembre de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Amparo en revisión 459/2006. 10 de mayo de 2006. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Roberto Lara Chagoyán.

Amparo en revisión 846/2006. 31 de mayo de 2006. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo.

Amparo en revisión 312/2007. 30 de mayo de 2007. Unanimidad de cuatro votos. Ausente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.

Amparo en revisión 514/2007. 12 de septiembre de 2007. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Tesis de jurisprudencia 37/2008. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de dos de abril de dos mil ocho.

Ejecutoria: Asunto: AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 988/2004. Promovente: Localización: 9a. Época; 1a. Sala; S.J.F. y su Gaceta; XXIV, Septiembre de 2006; Pág. 77; 

Así bien, el artículo 111 no cumple con los requisitos de razonabilidad y objetividad que debe cumplir toda norma, además sus consecuencias son desproporcionales, pues afectan derechos de las personas sin justificación. Por ello, los jueces ante toda norma que establezca clasificaciones sospechosas deben responder sí: ¿La clasificación legislativa es objetiva y razonable?, ¿existe una relación de adecuación entre los fines perseguidos por el legislador y los medios escogidos por éste?, y ¿los medios son proporcionales o se establece una afectación abiertamente innecesaria?

Localización: 

Novena Época

Instancia: Primera Sala

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta

XXIV, Septiembre de 2006

Página: 75

Tesis: 1a./J. 55/2006

Jurisprudencia

Materia(s): Constitucional

IGUALDAD. CRITERIOS PARA DETERMINAR SI EL LEGISLADOR RESPETA ESE PRINCIPIO CONSTITUCIONAL.

La igualdad en nuestro texto constitucional constituye un principio complejo que no sólo otorga a las personas la garantía de que serán iguales ante la ley en su condición de destinatarios de las normas y de usuarios del sistema de administración de justicia, sino también en la ley (en relación con su contenido). El principio de igualdad debe entenderse como la exigencia constitucional de tratar igual a los iguales y desigual a los desiguales, de ahí que en algunas ocasiones hacer distinciones estará vedado, mientras que en otras estará permitido o, incluso, constitucionalmente exigido. En ese tenor, cuando la Suprema Corte de Justicia de la Nación conoce de un caso en el cual la ley distingue entre dos o varios hechos, sucesos, personas o colectivos, debe analizar si dicha distinción descansa en una base objetiva y razonable o si, por el contrario, constituye una discriminación constitucionalmente vedada. Para ello es necesario determinar, en primer lugar, si la distinción legislativa obedece a una finalidad objetiva y constitucionalmente válida: el legislador no puede introducir tratos desiguales de manera arbitraria, sino que debe hacerlo con el fin de avanzar en la consecución de objetivos admisibles dentro de los límites marcados por las previsiones constitucionales, o expresamente incluidos en ellas. En segundo lugar, es necesario examinar la racionalidad o adecuación de la distinción hecha por el legislador: es necesario que la introducción de una distinción constituya un medio apto para conducir al fin u objetivo que el legislador quiere alcanzar, es decir, que exista una relación de instrumentalidad entre la medida clasificatoria y el fin pretendido. En tercer lugar, debe cumplirse con el requisito de la proporcionalidad: el legislador no puede tratar de alcanzar objetivos constitucionalmente legítimos de un modo abiertamente desproporcional, de manera que el juzgador debe determinar si la distinción legislativa se encuentra dentro del abanico de tratamientos que pueden considerarse proporcionales, habida cuenta de la situación de hecho, la finalidad de la ley y los bienes y derechos constitucionales afectados por ella; la persecución de un objetivo constitucional no puede hacerse a costa de una afectación innecesaria o desmedida de otros bienes y derechos constitucionalmente protegidos. Por último, es de gran importancia determinar en cada caso respecto de qué se está predicando con la igualdad, porque esta última constituye un principio y un derecho de carácter fundamentalmente adjetivo que se predica siempre de algo, y este referente es relevante al momento de realizar el control de constitucionalidad de las leyes, porque la Norma Fundamental permite que en algunos ámbitos el legislador tenga más amplitud para desarrollar su labor normativa, mientras que en otros insta al Juez a ser especialmente exigente cuando deba determinar si el legislador ha respetado las exigencias derivadas del principio mencionado.

Amparo directo en revisión 988/2004. 29 de septiembre de 2004. Unanimidad de cuatro votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretaria: Rosalba Rodríguez Mireles.

Amparo en revisión 1959/2004. Rafael Araluce Santos. 16 de febrero de 2005. Cinco votos. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretario: Luis Fernando Angulo Jacobo.

Amparo en revisión 1629/2004. Inmobiliaria Dos Carlos, S.A. de C.V. 24 de agosto de 2005. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo.

Amparo en revisión 846/2006. Grupo TMM, S.A. 31 de mayo de 2006. Cinco votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Juan Carlos Roa Jacobo.

Amparo directo en revisión 537/2006. Armando Raymundo Morales Jacinto. 28 de junio de 2006. Mayoría de cuatro votos. Disidente: José Ramón Cossío Díaz. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada.

Tesis de jurisprudencia 55/2006. Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión de veintitrés de agosto de dos mil seis.

Nota: Por ejecutoria de fecha 28 de noviembre de 2007, la Segunda Sala declaró inexistente la contradicción de tesis 41/2007-PL en que participó el presente criterio.

En este sentido, se tiene que la norma invocada como inconstitucional, y su ulterior aplicación por parte de las responsables, crea un estado indebido de excepción a las garantías individuales del quejoso, estado de excepción que deviene de su calidad de extranjero migrante irregular; todo ello violatorio del artículo 1° de la Carta Magna. Por lo que es dable u jurídico que su Señoría otorgue a favor del quejoso la protección de la Justicia Federal a efectos de que se le restituya el uso y goce de sus derechos fundmanetales.
Segundo. El artículo 111 de la Ley de Migración es violatoria del artículo 21° de la Constitución al prever la prolongación de una detención administrativa por más de treinta y seis horas.
El artículo 21 constitucional dispone:

[…]

[Compete a la autoridad administrativa la aplicación de sanciones por las infracciones de los reglamentos gubernativos y de policía, las que únicamente consistirán en multa, arresto hasta por treinta y seis horas o en trabajo a favor de la comunidad; pero si el infractor no pagare la multa que se le hubiese impuesto, se permutará esta por el arresto correspondiente, que no excederá en ningún caso de treinta y seis horas.]

[…]

Así pues, el Constituyente estableció un límite máximo de temporalidad para los arrestos o sanciones de carácter administrativo, de lo que se infiere claramente que cualquier norma secundaria que se encuentre en contravención a la voluntad del constituyente, plasmada en el artículo 21 en cita, deviene violatoria de dicha garantía y/o prerrogativa fundamental.
Superado lo anterior, es menester señalar que el artículo 99 de la Ley de Migración define la presentación como “La medida dictada por el Instituto mediante la cual se acuerda el alojamiento temporal de un extranjero que no acredita su situación migratoria para la regularización de su estancia o la asistencia para el retorno.
Sobre la regularización de la estancia migratoria, el artículo 111 de la Ley en cita, establece que El Instituto resolverá dicha situación en un plazo no mayor de 15 días hábiles, contados a partir de su presentación.
Sobre el mismo texto, y de manera aún más grave, el mismo numeral prevé la posibilidad de que la detención administrativa migratoria, podrá aumentarse hasta 60 días cuando:

I. No exista información fehaciente sobre su identidad y/o nacionalidad, o exista dificultad para la obtención de los documentos de identidad y viaje;

II. Que los consulados o secciones consulares del país de origen o residencia requieran mayor tiempo para la expedición de los documentos de identidad y viaje;

III. Que exista impedimento para su tránsito por terceros países u obstáculo para establecer el itinerario de viaje al destino final;

IV. Que exista enfermedad o discapacidad física o mental médicamente acreditada que imposibilite viajar al migrante presentado, y

Y de manera inconcebible el inconstitucional artículo 111 contempla una detención administrativa migratoria, indefinida para el caso de que:

“Se haya interpuesto un recurso administrativo o judicial en que se reclamen cuestiones inherentes a su situación migratoria en territorio nacional; o se haya interpuesto un juicio de amparo y exista una prohibición expresa de la autoridad competente para que el extranjero pueda ser trasladado o para que pueda abandonar el país”
De la literalidad de dicho artículo se colige que la detención, tildada de “presentación”; “alojamiento” y/o “aseguramiento” por las autoridades del Instituto nacional de Migración puede exceder de las 36 horas enmarcadas taxativamente por la carta Magna, y extenderse hasta 15, 60 días o inclusive de manera indefinida.

En el hilo argumentativo que precede, resulta evidente que el artículo 111 de la Ley de Migración prevé una detención administrativa mayor a treinta y seis horas, lo que coloca dicha disposición en franca contumacia a lo previsto por el artículo 21° de la Carta Magna, resultando irrefutable que dicha norma secundaria en inconstitucional y su aplicación es violatoria de garantías individuales como lo es el presente caso.

Sirve de sustento el siguiente criterio jurisprudencial:

 Registro No. 200317

Localización: 
Novena Época
Instancia: Pleno
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta
II, Septiembre de 1995
Página: 5
Tesis: P./J. 23/95
Jurisprudencia
Materia(s): Constitucional, Común

ARRESTO COMO MEDIDA DE APREMIO. LAS LEYES O CODIGOS QUE LO ESTABLECEN POR UN TERMINO MAYOR AL DE TREINTA Y SEIS HORAS, SON VIOLATORIOS DEL ARTICULO 21 CONSTITUCIONAL.
De la interpretación armónica de los artículos 17, 73 (a contrario sensu) y 124, de la Constitución Federal, se llega a la conclusión de que las legislaturas locales tienen facultades para establecer, en las leyes que expidan, las medidas de apremio de que dispondrán los jueces y magistrados para hacer cumplir sus determinaciones, medidas entre las cuales puede incluirse el arresto; sin embargo la duración de éste, no puede quedar al arbitrio del legislador, sino que debe sujetarse, como máximo, al término de treinta y seis horas que prevé el artículo 21 constitucional para infracciones a reglamentos gubernativos o de policía, pues si bien es cierto que la medida de apremio encuentra su fundamento en el artículo 17 constitucional y no se impone con objeto de castigar a un infractor, como sucede tratándose del arresto administrativo, sino como un medio para hacer cumplir las determinaciones judiciales, igualmente cierto resulta, que a través de ambas figuras, se priva de la libertad al afectado fuera de un procedimiento penal, por lo que si el artículo 17 constitucional no establece el límite temporal de dicha medida de apremio, debe recurrirse, por interpretación extensiva, al límite establecido por el artículo 21 constitucional para el arresto administrativo. En consecuencia, si alguna disposición de una ley o código establece el arresto como medida de apremio por un término mayor al de treinta y seis horas, es inconstitucional.
Amparo en revisión 1937/94. Adolfo Avila Soto. 3 de julio de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Amparo en revisión 24/95. Juan Manuel Rodríguez García. 3 de julio de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Maura Angélica Sanabria Martínez.

Amparo en revisión 1631/94. Rafael Alejandro Urisquieta Carranco. 3 de julio de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretario: José Manuel Arballo Flores.

Amparo en revisión 1798/94. José Layón Aarún. 3 de julio de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Juan Díaz Romero. Secretaria: Adriana Campuzano de Ortiz.
Amparo en revisión 399/95. Eleuterio Serrano Torres. 3 de julio de 1995. Unanimidad de once votos. Ponente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Secretaria: Alejandra de León.

El Tribunal Pleno en su sesión privada celebrada el treinta y uno de agosto en curso, por unanimidad de once votos de los Ministros: Presidente José Vicente Aguinaco Alemán, Sergio Salvador Aguirre Anguiano, Mariano Azuela Güitrón, Juventino V. Castro y Castro, Juan Díaz Romero, Genaro David Góngora Pimentel, José de Jesús Gudiño Pelayo, Guillermo I. Ortiz Mayagoitia, Humberto Román Palacios, Olga María Sánchez Cordero y Juan N. Silva Meza; aprobó, con el número 23/1995 (9a.) la tesis de jurisprudencia que antecede; y determinó que las votaciones de los precedentes son idóneas para integrarla. México, Distrito Federal, a treinta y uno de agosto de mil novecientos noventa y cinco.
No pasa desapercibido, que los actos reclamados deviene violatorios de otras garantías individuales como lo es 

La libertad de tránsito prevista en el artículo 11 de la Carta magna, ello es así que a partir de la hora 36 con 1 segundo la privación de la libertad del quejoso es ilegal al no encontrarse en armonía de las normas previamente establecidas (artículo 14) y además es una pena inusitada y trascendente prohibida por el artículo 22 de la Constitución.

Por todo lo anterior y hacerse patente la violación de las garantías del quejoso es que se solicita a su Señoría tenga a bien tildar de inconstitucionalidad la norma y su acto de aplicación que se reclaman y consecuentemente otorgar la protección de la justicia federal a favor de que se le restituya en el goce de sus derechos fundamentales vulnerados.

SUPLENCIA DE LA QUEJA
Procede la suplencia de la queja debido a que se reclaman actos que atentan contra la libertad del quejoso y sus secuelas. Apoya lo anterior el siguiente precedente del Poder Judicial de la Federación.
Novena Época. 

No. Registro: 169032. 

Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. 

Tesis Aislada. 

Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su 

Gaceta XXVIII, Agosto de 2008. 

Materia(s): Común. 

Tesis:I.7o.C.47 K. 

Página:  1204. 

SUPLENCIA DE LA QUEJA EN EL AMPARO. PROCEDE TRATÁNDOSE DE VIOLACIONES A LAS GARANTÍAS INDIVIDUALES Y A LOS TRATADOS INTERNACIONALES SUSCRITOS POR MÉXICO QUE ATENTEN CONTRA LA LIBERTAD DE LAS PERSONAS Y SUS SECUELAS. 
Es posible aplicar la suplencia de la queja deficiente prevista por la fracción II, del artículo 76 Bis de la Ley de Amparo, en un caso donde se reclame el pago del daño moral derivado de la privación ilegal de la libertad personal pues, conforme al criterio del más Alto Tribunal de la Nación sobre la protección superior, jurídica y axiológicamente hablando de la libertad de las personas, ésta es susceptible de salvaguardar, con fundamento en los artículos 1o., 14, 16, 103 y 107 y demás relativos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. A lo anterior, debe sumarse lo previsto por los tratados internacionales, en términos del artículo 133 constitucional, en lo referente a las medidas que deben adoptar los Estados para la protección de los derechos humanos, pues el acto privativo tiene consecuencias que atentan contra el honor y la reputación de las personas que también es un derecho fundamental inherente a los seres humanos que debe ser protegido con la misma intensidad que la privación ilegal de libertad por derivar de ésta.

Amparo directo 344/2008. Jesús Alejandro Gutiérrez Olvera. 10 de julio de 2008. Unanimidad de votos. Ponente: Julio César Vázquez-Mellado García. Secretario: Benjamín Garcilazo Ruiz. SÉPTIMO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO.
SUSPENSIÓN DEL ACTOS RECLAMADOS

De conformidad con el artículo 122 y 123 de la ley de amparo solicito que se declare la suspensión de los actos reclamados marcados como a y b. 
Esta suspensión debe concederse  toda vez que:

· Su concesión no se sigue perjuicio al interés social o se contravienen disposiciones de orden público con la presente suspensión y;

· Los daños y perjuicios que se causarán al quejoso de no suspenderse la ejecución de los actos reclamados son de imposible reparación y;

· Los actos de los cuales se solicita la suspensión conculcan una pena trascedente o inusitada, prohibida por el artículo 22 de la Constitución.

Ahora bien, conforme a la Ley de Amparo, la suspensión que se otorgue al quejoso deberá de ser para los efectos de recibir su libertad. Lo anterior por las siguientes razones.

Los artículos 124, 130 y 136 de la Ley de Amparo establecen que las personas privadas de su libertad por autoridades administrativas (como es el caso del quejoso) tendrán derecho a recibir su libertad caucional o provisional.
De los artículos invocados, se desprende que en detenciones practicadas por autoridad administrativa distinta a la del Ministerio Público y/o restricciones de la libertad personal fuera de procedimiento judicial, se otorgará la libertad provisional a los quejosos.
Una interpretación lógica, garantista y no contradictoria de los párrafos V y VI del artículo 135 y II y III del artículo 130 implica que una vez concedida la libertad al quejoso, éste quede a disposición de la autoridad que conozca del procedimiento para continuar el mismo, no así para mantenerlo privado de la libertad. 
En dichos párrafos se observa que incluso gramaticalmente “los efectos” (en el párrafo sexto del artículo 136 y tercero del artículo 130) son los de la continuación del procedimiento.
Por tanto, lo que los párrafos VI del artículo 136 de la Ley de Amparo y tercero del artículo 130 establecen es que tratándose de la detención del quejoso por orden de autoridad administrativa distinta a la del Ministerio Público (como lo son las autoridades migratorias) el quejoso deberá ser puesto en libertad provisional, quedando a disposición de la autoridad a la que corresponde conocer del procedimiento para los efectos de que el procedimiento continúe. 
Ahora bien, en el caso de detenciones practicadas por autoridades migratorias, la Ley de Migración, contemplan la figura de la custodia provisional, para que los detenidos queden en libertad mientras se sustancia su procedimiento administrativo migratorio.

Artículo 101. Una vez emitido el acuerdo de presentación, y hasta que no se dicte resolución respecto de la situación migratoria del extranjero, en los casos y de conformidad con los requisitos que se señalen en el Reglamento, el extranjero podrá ser entregado en custodia a la representación diplomática del país del que sea nacional, o bien a persona moral o institución de reconocida solvencia cuyo objeto esté vinculado con la protección a los derechos humanos, con la obligación del extranjero de permanecer en un domicilio ubicado en la circunscripción territorial en donde se encuentre la estación migratoria, con el objeto de dar debido seguimiento al procedimiento administrativo migratorio.

Por ello, una interpretación armónica e integral de los artículos 130 y 136 de la Ley de Amparo, en relación con el artículo 101 de la Ley de Migración, indica que a los extranjeros detenidos en estaciones migratorias, se les deberá otorgar su libertad provisional, en todo caso, bajo la figura de la custodia provisional, inclusive cuando exista una orden de expulsión en su contra. 
Apoya lo anterior el siguiente criterio emitido por el Poder Judicial de la Federación.
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LIBERTAD PROVISIONAL. LOS ASEGURADOS CON MOTIVO DE UN PROCEDIMIENTO MIGRATORIO TIENEN DERECHO A OBTENERLA BAJO LA FIGURA DE "CUSTODIA PROVISIONAL".
De la interpretación de los artículos 136, párrafo sexto, de la Ley de Amparo, 153 de la Ley General de Población y 211, fracción II, de su reglamento, se obtiene que las personas detenidas por orden de la autoridad migratoria podrán ser puestas en libertad provisional para el efecto de quedar a disposición de ésta para la continuación del procedimiento y a la del Juez de Distrito por cuanto hace a su libertad personal. Es así porque el artículo 136, párrafo sexto, prevé que cuando se reclame en amparo una detención por orden de autoridad administrativa distinta del Ministerio Público -que es el caso de la autoridad migratoria-, el quejoso podrá ser puesto en libertad provisional para los efectos mencionados y mediante las respectivas medidas de aseguramiento. Y si bien la Ley de Amparo no establece esas medidas, el artículo 153 de la ley que rige la actuación de la autoridad administrativa y específicamente el procedimiento migratorio -Ley General de Población- prevé la "custodia provisional", que es una especie de libertad provisional porque permite que una persona asegurada deje de estar recluida en una estación migratoria o centro de detención y, en su lugar, sea entregada a una persona o institución, para lo cual se exigen las siguientes medidas: 1. El extranjero se entregue en custodia a una persona o institución de reconocida solvencia. 2. Otorgue una garantía. 3. Comparezca ante la autoridad migratoria las veces que así se le requiera; y 4. Firme en el libro de control de extranjeros. Las dos últimas medidas no requieren de explicación alguna, pues se trata de obligaciones procesales directas que se adquieren respecto del procedimiento migratorio. En cambio las primeras dos medidas de aseguramiento requieren determinar qué personas o instituciones se consideran de "reconocida solvencia" y qué clase de garantía es la que se debe otorgar. Así, respecto a la reconocida solvencia, del artículo 211, fracción II, del Reglamento de la Ley General de Población, se obtiene que, salvo prueba en contrario, es dable asumir como esa clase de instituciones a las representaciones consulares -consulados o embajadas- a través de sus representantes acreditados y como ese tipo de personas a los extranjeros con residencia legal en el país o a los mexicanos. En lo que concierne a la clase y monto de la garantía, como ni en la Ley de Amparo ni en la Ley General de Población aparece parámetro alguno, el juzgador de amparo debe determinarla, y dentro de ese margen de arbitrio es posible guiarse, en lo conducente, por la reglamentación del Código Federal de Procedimientos Penales, en el que sí se prevén elementos para determinarlos.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL DEL PRIMER CIRCUITO.

Incidente de suspensión (revisión) 204/2007. 28 de diciembre de 2007. Mayoría de votos. Disidente: Luis Pérez de la Fuente. Ponente: José Luis Villa Jiménez. Secretario: Gerardo Flores Zavala.

En conclusión, de conformidad a los párrafos V y VI del artículo 135 y II y III del artículo 130 de la Ley de Amparo, el acto reclamado debe suspenderse y el quejoso deberá recibir su libertad caucional o provisional.
Para ello, se manifiesta y solicita a su Señoría gire oficio al Consulado del Salvador a efectos de que manifieste su voluntad de recibir la custodia provisional del quejoso y otorgar las garantías que su señoría considere convenientes.
Por lo expuesto y fundado.


A usted C. Juez de Distrito, atentamente solicito:

PRIMERO; Tener por presentado en tiempo y forma esta demanda de amparo.

SEGUNDO; Otorgar la suspensión de oficio en los términos solicitados.

TERCERO; Instruir al actuario adscrito a este H. Juzgado a efectos de que notifique al quejoso sobre la presente demanda a efectos de que sea ratificada.

CUARTO; En tramitación al incidente de suspensión girar inmediato oficio al Consulado del Salvador a efectos de que manifieste su voluntad de quedar en custodia del quejoso.

QUINTO; Tener por autorizados a las personas que se indican y por señalado domicilio para oír y recibir notificaciones.
SEXTO; Expedir dos copias certificadas de la resolución que sobre la suspensión provisional emita este H. Juzgado.
(C. Nombre de quien presenta el amparo, puede ser cualquier persona)
Tapachula, Chiapas a ___ de __________  de 2011
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